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Tutela 2ª instancia – Petición – Seguridad social – Improcedente - Confirma
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Accionante (s):

Rosa Angélica Mendoza
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COLPENSIONES
Magistrado Sustanciador: 
 MANUEL YARGAZARAY BANDERA
Temas:


PETICIÓN / SEGURIDAD SOCIAL / PENSIÓN INVALIDEZ / NUEVA VALORACIÓN / IMPROCEDENTE / CONFIRMA -  En el presente asunto la accionante manifestó su inconformidad con la decisión tomada por parte del Juez constitucional de primer nivel, por medio de la cual se denegaron las pretensiones reclamadas en contra de Colpensiones, tendientes a obtener, antes del término legalmente establecido, una nueva calificación de su pérdida de capacidad laboral.

Al respecto, se anunciará a partir de este momento que el fallo cuestionado será confirmado, ello porque para la Colegiatura, tal como lo concluyó el Juez de primera instancia, la protección invocada no resulta procedente por cuanto no hay nada dentro del expediente que pruebe realmente el estado de urgencia alegada, que haga necesaria e inmediata la intervención del juez constitucional para ordenar la omisión de un requisito de orden legal que ha sido establecido para orientar la periodicidad con que deben o pueden ser reevaluados los estados de calificación de invalidez de las personas que pretenden obtener un reconocimiento pensional de este tipo, así, el Decreto No. 1352 de 2013
(…)

No obstante lo anterior, existen, excepciones a esa pauta normativa, concretamente en aquellos eventos en que se logra establecer que aunque no haya transcurrido el lapso referido atrás, surgen nuevas patologías que requieren ser valoradas, o algunas de las ya originadas hayan dejado de contemplarse dentro del dictamen expedido por la entidad calificadora. 

Ahora, descendiendo al caso que ocupa la atención de la Sala, se observa que la accionante fue calificada en última instancia en el mes de agosto del año anterior por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, donde como bien lo manifestó la actora en su escrito de tutela y en el memorial de impugnación, no han surgido con posterioridad patologías que no hayan sido tenidas en cuenta en el referido dictamen. 

En conclusión, resulta a todas luces inviable acceder a las solicitudes incoadas por la accionante, pues como se explicó en párrafos anteriores, cuando una persona promueve una acción tutela, a pesar de la informalidad que caracteriza este tipo de acción, no exime a quien la invoca de aportar los elementos que sean necesarios para llevar al Juez constitucional al convencimiento no sólo de la veracidad de las afirmaciones, sino de la necesidad de su intervención en sede de tutela, evento en el cual, se debe partir, como ya se dijo, de hechos debidamente demostrados; lo cual resulta suficiente para determinar que la decisión evaluada fue acertada, y por lo tanto, se habrá de confirmar en su totalidad.  
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora ROSA ANGÉLICA MENDOZA, como parte accionante dentro del presente asunto, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes, con Función de Conocimiento de Pereira, el 16 de febrero de 2018, mediante el cual declaró improcedente la acción de tutela promovida por ella en contra de COLPENSIONES.
ANTECEDENTES:
Manifestó la accionante que padece de “OSTEOARTROSIS PRIMARIA GENERALIZADA, GASTRITIS CRONICA, COLELITIASIS, ENFERMEDAD REUMÁTICA DE LA VALVULA AÓRTICA, SINDROME DEL MANGUITO ROTATORIO Y TRASTORNO DEPRESIVO RECURRENTE”, razón por la cual decidió iniciar los trámites ante Colpensiones para que allí determinaran su grado de invalidez; de acuerdo a ello, el día 30 de mayo de 2017 fue calificada mediante Dictamen N. 2017217981JJ por la entidad accionada, donde se determinó que su pérdida de capacidad laboral era del 37.12%. 
Inconforme con el resultado de la valoración, la señora Rosa Angélica presentó apelación en contra de la misma en los términos consagrados por la ley para tal fin, razón por la cual el día 30 de agosto de 2017 fue calificada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, donde se expidió el Dictamen N. 4210278-990, determinándose que su pérdida de capacidad laboral era del 43.15%.
No obstante, dice la libelista que en días posteriores a la calificación su cuadro patológico se complicó, por tal motivo solicitó a Colpensiones la realización de una nueva calificación, sin que para ello se le exigiera esperar el año que consagra la legislación vigente, petición que fue resuelta de manera desfavorable.
En conclusión, expresa la accionante que la decisión de Colpensiones vulnera sus derechos fundamentales, pues le impide ser valorada nuevamente, y de esta manera poder acceder a la pensión de invalidez a la cual considera tener derecho. 
PRETENSIONES:

De acuerdo a los hechos narrados en precedencia, solicitó la accionante que se ordene a Colpensiones la realización inmediata de una nueva calificación de su pérdida de capacidad laboral, sin tener que esperar un año para ese fin. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
El Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes, con Función de Conocimiento, de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el 06 de febrero de 2018, y ordenó la notificación y traslado a Colpensiones a través de la Presidencia – Vicepresidencia de Operaciones – Dirección de Prestaciones Económicas – Dirección de Medicina Laboral y Dirección de Acciones Constitucionales; además vinculó oficiosamente a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda.
Más adelante, tras efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 16 de febrero de 2018, declarar improcedente la acción de tutela por no cumplirse con el requisito de subsidiariedad, y no haberse acreditado la existencia de un perjuicio irremediable o alguna circunstancia que en realidad le impida esperar a la libelista el tiempo legalmente determinado para ser calificada nuevamente, además por no haberse presentado prueba alguna del cuadro patológico que manifiesta la accionante padecer en la actualidad.
IMPUGNACIÓN:
El día 20 de febrero de 2018 la señora Rosa Angélica Mendoza presentó escrito mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia. Disiente del argumento de que la acción constitucional de tutela es improcedente, pues en su criterio sí es éste el mecanismo idóneo para dirimir su controversia, puesto que actualmente padece de un cuadro patológico delicado; igualmente manifestó como lo hizo en el escrito de tutela, que la actitud de Colpensiones es violatoria de sus derechos constitucionales al debido proceso y a la seguridad social, alegando padecer un perjuicio irremediable en el que tendría incidencia su avanzada edad. Por estas razones consideró que a través de la acción de tutela es factible ordenar a Colpensiones la realización de una nueva calificación de pérdida de capacidad laboral sin tener que esperar que transcurra un año.                      
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si, como afirma la accionante, Colpensiones ha desconocido los derechos fundamentales invocados por ella, de manera que deba revocarse la decisión de primera instancia, o si contrariamente, dicha sentencia resulta acertada frente al incumplimiento de los factores que permiten establecer la procedencia de la acción constitucional 
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección. 
La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido quebrantados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales”
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
. (Negrillas por fuera del texto original) 
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce; sin embargo, a la tutela sólo se debe acudir de manera transitoria y cuando a simple vista se pueda establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio inminente y grave.

Deberes probatorios y carga de la prueba en sede de tutela:

El Decreto 2591 de 1991 nada indica específicamente en cuanto a la formalidad probatoria en la acción de tutela, sin embargo en varios de sus apartes sí se refiere a la necesidad de que se aporten para llevar al Juez al convencimiento de la realidad procesal, por ello es que tanto el accionante como el accionado están en el deber de allegar al proceso todo aquello que consideren pertinente y conducente para demostrar sus dichos, es por ello que el mencionado Decreto establece que si la autoridad o persona contra quien se dirige la tutela no presenta las pruebas que se le solicitan, ni controvierte las allegadas por la contraparte, el Juez tendrá por cierto lo dicho por el actor y como únicas pruebas las aportadas por este, y con base en ellas emitirá su decisión. En cuanto al tema dijo la Corte Constitucional:
“2.2 La carga de la prueba en materia de tutela. Reiteración de jurisprudencia. 
 
El artículo 3º del Decreto 2591 de 1991 establece como uno de los principios rectores de la acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”. Por este motivo, una de las características de esta acción es su informalidad. 
 
Así, en materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal. Esta informalidad probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios probatorios aportados al proceso, pueda - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 2591 de 1991. 
 
De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente la transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien alude un hecho tiene el deber de aportar los medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la prueba.” 
En conclusión, aunque en materia de tutela la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente.
Del caso concreto: 

En el presente asunto la accionante manifestó su inconformidad con la decisión tomada por parte del Juez constitucional de primer nivel, por medio de la cual se denegaron las pretensiones reclamadas en contra de Colpensiones, tendientes a obtener, antes del término legalmente establecido, una nueva calificación de su pérdida de capacidad laboral.
Al respecto, se anunciará a partir de este momento que el fallo cuestionado será confirmado, ello porque para la Colegiatura, tal como lo concluyó el Juez de primera instancia, la protección invocada no resulta procedente por cuanto no hay nada dentro del expediente que pruebe realmente el estado de urgencia alegada, que haga necesaria e inmediata la intervención del juez constitucional para ordenar la omisión de un requisito de orden legal que ha sido establecido para orientar la periodicidad con que deben o pueden ser reevaluados los estados de calificación de invalidez de las personas que pretenden obtener un reconocimiento pensional de este tipo, así, el Decreto No. 1352 de 2013, dice:
“ARTÍCULO 55. REVISIÓN DE LA CALIFICACIÓN DE INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL O DE LA CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ. La revisión de la calificación de incapacidad permanente parcial o de la invalidez requiere de la existencia de una calificación o dictamen previo que se encuentre en firme, copia del cual debe reposar en el expediente.

La Junta de Calificación de Invalidez en el proceso de revisión de la calificación de la pérdida de capacidad laboral, solo puede evaluar el grado porcentual de pérdida de capacidad laboral sin que le sea posible pronunciarse sobre el origen o fecha de estructuración salvo las excepciones del presente artículo. Para tal efecto, se tendrá en cuenta el manual o la tabla de calificación vigente en el momento de la calificación o dictamen que le otorgó el derecho.

En el Sistema General de Riesgos Laborales la revisión de la pérdida de incapacidad permanente parcial por parte de las Juntas será procedente cuando el porcentaje sea inferior al 50% de pérdida de capacidad laboral a solicitud de la Administradora de Riesgos Laborales, los trabajadores o personas interesadas, mínimo al año siguiente de la calificación y siguiendo los procedimientos y términos de tiempo establecidos en el presente decreto, la persona objeto de revisión o persona interesada podrá llegar directamente a la junta solo si pasados 30 días hábiles de la solicitud de revisión de la calificación en primera oportunidad esta no ha sido emitida.

(…)

PARÁGRAFO 1o. En el Sistema General de Riesgos Laborales, si a un pensionado por invalidez se le revisa su grado de invalidez y obtiene un porcentaje inferior al 50%, generándole la pérdida de su derecho de pensión, se le reconocerá la indemnización correspondiente a la incapacidad permanente parcial conforme al artículo 7o de la Ley 776 de 2002 o la norma que la modifique sustituya o adicione. (...)” 

A criterio de la Sala, es claro que alegando una condición de salud crítica muchísimas personas tendrían la posibilidad de acudir al mecanismo de amparo constitucional para saltarse el procedimiento que normativamente se ha contemplado para esos fines, pues es precisamente la expectativa de una posible invalidez lo que los llevaría a pensar en que, como sujetos de especial protección, gozarían de un trato preferencial, no obstante, la acción de tutela no posee esa marcada simplicidad que en este caso se busca, pues si bien, su procedimiento no es tan riguroso como algunas otras acciones que existen en la jurisdicción, ello no implica que quien acude a ella esté exento de aportar las pruebas que hagan evidente las condiciones de vulnerabilidad que se alegan, la ocurrencia o riesgo de un perjuicio irremediable que haga viable el amparo en forma permanente o transitoria, además de las razones por las cuales es este tipo de mecanismo, y no otro, el adecuado para los fines perseguidos. 
Conjuntamente, bien es sabido que el Decreto 1352 de 2013 consagra en su artículo 55 la periodicidad con que debe ser evaluada la pérdida de capacidad laboral de una persona que pretende ser declarada inválida, estableciendo que genéricamente debe transcurrir mínimo un año entre un dictamen y otro, pues de esta manera, lo que se revisa en oportunidades futuras es la progresividad de las patologías ya estudiadas o la aparición de enfermedades nuevas que impliquen cambios en el porcentaje de PCL. 

No obstante lo anterior, existen, excepciones a esa pauta normativa, concretamente en aquellos eventos en que se logra establecer que aunque no haya transcurrido el lapso referido atrás, surgen nuevas patologías que requieren ser valoradas, o algunas de las ya originadas hayan dejado de contemplarse dentro del dictamen expedido por la entidad calificadora. 

Ahora, descendiendo al caso que ocupa la atención de la Sala, se observa que la accionante fue calificada en última instancia en el mes de agosto del año anterior por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, donde como bien lo manifestó la actora en su escrito de tutela y en el memorial de impugnación, no han surgido con posterioridad patologías que no hayan sido tenidas en cuenta en el referido dictamen. 
En conclusión, resulta a todas luces inviable acceder a las solicitudes incoadas por la accionante, pues como se explicó en párrafos anteriores, cuando una persona promueve una acción tutela, a pesar de la informalidad que caracteriza este tipo de acción, no exime a quien la invoca de aportar los elementos que sean necesarios para llevar al Juez constitucional al convencimiento no sólo de la veracidad de las afirmaciones, sino de la necesidad de su intervención en sede de tutela, evento en el cual, se debe partir, como ya se dijo, de hechos debidamente demostrados; lo cual resulta suficiente para determinar que la decisión evaluada fue acertada, y por lo tanto, se habrá de confirmar en su totalidad.  

Por lo expuesto, la Sala No. 7 de decisión de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira el 16 de febrero de 2018, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado

JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA 

Secretario
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional. Sentencia T-514 de 2003.


� Corte Constitucional. Sentencia T-346 de 2007.
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